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Bogotá, D.C., abril 27 de 2012
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunos apartes de los artículos 2°, 3° y 6° de la Ley 1236 de 2008, “Por medio de la cual se modifican algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual”.

    
Actores: Ricardo Perilla Uribe y Nubia Esperanza Maldonado Gómez.



Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla.



Expediente D-8995.




Concepto 5353
Según lo dispuesto en los artículos 40, numeral 6º, 242, numerales 1º, 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda presentada por los ciudadanos Ricardo Perilla Uribe y Nubia Esperanza Maldonado Gómez contra algunos apartes de los artículos 2°, 3° y 6° de la Ley 1236 de 2008, “Por medio de la cual se modifican algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual”, cuyo texto se reproduce a continuación con lo demandado en negritas. 

LEY 1236 DE 2008
(julio 23)

Diario Oficial No. 47.059 de 23 de julio de 2008

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se modifican algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

[…]

ARTÍCULO 2o. El artículo 206 del Código Penal (Ley 599 de 2000) quedará así:

“Artículo 206. Acto sexual violento. El que realice en otra persona acto sexual diverso al acceso carnal mediante violencia, incurrirá en prisión de ocho (8) a dieciséis (16) años”.

ARTÍCULO 3o. El artículo 207 del Código Penal (Ley 599 de 2000) quedará así:

“Artículo 207. Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir. El que realice acceso carnal con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia, o en condiciones de inferioridad síquica que le impidan comprender la relación sexual o dar su consentimiento, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si se ejecuta acto sexual diverso del acceso carnal, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años”.

(…)
ARTÍCULO 6o. El artículo 210 del Código Penal (Ley 599 de 2000) quedará así:

“Artículo 210. Acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir. El que acceda carnalmente a persona en estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si no se realizare el acceso, sino actos sexuales diversos de él, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años”.

1. Planteamiento de la demanda.
Los actores consideran que las nuevas penas establecidas para los tipos penales a los que se refiere la Ley 1236 de 2008, vulneran el artículo 29 de la Constitución Política de 1991, que en su concepto regula la “legalidad de las penas”. Aducen que, si bien el Congreso de la República “puede determinar cuáles conductas humanas son punibles y establecer las correspondientes penas […, en todo caso en] un Estado Constitucional de Derecho, como el colombiano, ningún derecho, atribución o prerrogativa es absoluto, como no lo es la libertad de configuración legislativa” y, en su concepto, las penas establecidas en las normas demandadas no son “consecuentes” ni “lógic[a]s”, contradiciendo lo señalado por la Corte, entre otras, en las Sentencias C-135 de 1999 y C-335 de 2008. 

Se cuestiona que se aumente “las penas impuestas en los delitos de actos sexuales, previstas en los artículos 206, 207 y 201 del Código Penal […] cuando en el mismo Estatuto Punitivo existen otros tipos penales similares, pero con circunstancias temporo-espaciales diversas (artículos 139 y 337) y con penas abiertamente inferiores”, como son los delitos de acto sexual en persona protegida e incesto. Pese a reconocer que dichos delitos tienen distintos sujetos activos, se desarrollan en escenarios diferentes y protegen bienes jurídicos distintos, los actores se empecinan en afirmar que “tienen similitudes en su contextura o elaboración, pues en todas se trata de ACTOS SEXUALES que tanto para la doctrina como para la jurisprudencia significan ‘tocamientos libidinosos o coito interfemora’”. 

De forma más específica, los actores asumen que tanto en el ordenamiento Código Penal como en los antecedentes de las normas demandas y de las normas con las que éstas se comparan, y tanto en el Derecho Internacional Humanitario como en lo dicho por la Corte Penal Internacional, “siempre estuvieron por encima los ACTOS SEXUALES VIOLENTOS EN PERSONA PROTEGIDA (art. 139 ibídem), frente a los diferentes ACTOS SEXUALES (arts. 206, 207 y 210), y luego con la modificación hecha por el artículo 14 de la ley 890 de 2004) y muy cerca del INCESTO (art. 237 modificado por el art. 14 de la ley 890 de 2004)”. En ese sentido, señalan que fue a partir de la expedición de la norma demandada que “el Legislador colombiano tomó otro rumbo e invirtió lo que hasta ese momento había sostenido, y sin fundamento ni razón alguna al afirmar que las tres modalidades de actos sexuales, debían tener penas de 96 a 192 meses de prisión, los actos sexuales y violentos en persona protegida de 64 a 162 meses de prisión, y el incesto de 16 a 72 meses”. 

Manifiestan, por lo tanto, que entienden que hay “[d]iferencias muy marcadas entre las normas demandadas y las que se aproximan y pueden compararse” con ellas, y acusan al Legislador de no haber tenido en cuenta que la función legislativa debe ser “lo más técnica y científica posible […] y no se [puede dejar] librada a factores subjetivos que conduce[n] a la abritrariedad”. En otras palabras, reprochan que “no existe base técnica, ni científica, ni lógica, ni razonable, como para que el legislador hubiese sostenido que a partir de la citada fecha (23 de julio de 2008), resulta[n] más grave los actos sexuales, frente a los actos sexuales violentos en persona protegida, como para adoptar dichas penas”. Para los actores, “se justificaría la discriminación, siempre y cuando las penas a imponer fueran proporcionales a como se establecían antes de la expedición de las normas demandadas, [cuando] era más grave, punitivamente hablando, la impuesta para los actos sexuales con persona protegida, y menos grave pero más próxima al incesto”. 

En conclusión, a partir de lo dicho por la Corte en las Sentencias C-799 de 2003, C-355 de 2008, C-575 de 2009 y C-1404 de 2000, de lo dicho por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia 29053 de 2008, y de las posturas doctrinarias de autores como Cesare Becarria Bonesana, Luigi Ferrajoli y Daniel Pastor, los actores sostienen que “el legislador, para la confección de las penas en las diversas modalidades de los actos sexuales, no tuvo en cuenta los presupuestos de proporcionalidad, ni razonabilidad y de estricta legalidad [y] en cambio se evidencia que actuó arbitrariamente al excederle [sic] punitivamente, desbordando los límites materiales para el ejercicio de la competencia constitucional, como lo es la potestad en la configuración de los tipos penales demandados”. Como consecuencia de lo anterior, solicitan que se declare la “INEXEQUIBILIDAD de los artículos 2, 3 (inciso 2) y 6 (inciso 2) de la Ley 1236 de 2008, por quebrantar el artículo 29 superior (legalidad de las penas)”.     
2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si la modificación introducida por los artículos 2°, 3° y 6° de la Ley 1236 de 2008 a los tipos penales de acto sexual violento, acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir, y acceso carnal o acto sexual abusivo con incapaz de resistir, vulnera el artículo 29 Superior.

3. Análisis jurídico.
Luego de analizar la presente demanda, el Ministerio Público encuentra que ésta no satisface los requisitos mínimos previstos en la Ley y decantados por la Corte, entre otras, en la Sentencia C-1042 de 2001, para activar la jurisdicción constitucional.

En efecto, aunque en el presente caso los actores precisan tanto las normas legales que solicitan declarar inexequibles como la norma constitucional que consideran vulnerada, no exponen razones (i) claras, (ii) ciertas, (iii) específicas, (iv) pertinentes y (v) suficientes que soporten su dicho, como pasa a verse.

La demanda no sigue un hilo conductor claro. Los actores sostienen al comienzo de su demanda que ésta se dirige contra unos apartes de las normas demandadas y, específicamente, contra las penas que allí se establecen, pero al final de la misma solicitan declarar inexequible el cuerpo íntegro de los artículos que contienen tales apartes. 

Si se atiende al dicho inicial de los actores, y si su demanda prosperara, los tipos penales de acto sexual violento, acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir y acceso carnal o acto sexual abusivo con incapaz de resistir, dejarían de tener la nueva pena, para retomar la pena prevista en la Ley 599 del 2000. No obstante, los actores no brindan razón alguna para discernir la constitucionalidad de las penas anteriores, como no la brindan para demostrar la inconstitucionalidad de las penas actuales, sino que se limitan a señalar y a criticar la diferencia de las penas previstas para estos delitos y las previstas para otros delitos diferentes. Su ejercicio de comparación, si así puede llamarse, denotaría una falta de simetría, pero no la inexequibilidad de unas penas o de otras.

De otra parte, los actores asumen que en el artículo 29 Superior se reconoce el principio de “legalidad de las penas” y, enseguida, tienen por cierto que éste se ve vulnerado por la mera circunstancia de que éstas se incrementen, a la luz de las penas anteriores y de la comparación con las penas previstas para otros delitos. Sin embargo, este proceder no satisface la exigencia de realizar “la confrontación del texto constitucional con una norma legal que tiene un contenido verificable a partir de la interpretación de su propio texto”, que es propia del ejercicio de la acción pública de constitucionalidad, conforme a lo dicho por la Corte en la Sentencia C-1052 de 2001. Por el contrario, el artículo 29 constitucional establece que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, prohíbe la aplicación retroactiva de las leyes, reconoce los principios de favorabilidad en materia penal y de presunción de inocencia y señala la nulidad de las pruebas que contrarían el debido proceso, pero en ningún momento fija regla constitucional alguna relativa al quantum de las pena que el Legislador puede asignar a una determinada conducta delictiva.

Así, en lugar de proponer un contraste objetivo y verificable entre esta norma constitucional y los artículos demandados, los actores presentan argumentos vagos, indeterminados, indirectos, abstractos y globales, que les obligan a acudir a otras normas del Código Penal y a diferentes sentencias de la Corte que, en todo caso, no fijan reglas o requisitos constitucionales que se refieran directamente al problema jurídico sub examine. 

Finalmente, las razones de los actores son impertinentes, pues se trata de “consideraciones puramente legales y doctrinarias o […] se limitan a expresar puntos de vista subjetivos […con los cuales los accionantes] en realidad no está acusando el contenido de la[s] norma[s] sino que está utilizando la acción pública para resolver un problema particular, como podría ser la indebida aplicación de la[s] disposici[ones] en un caso específico […o simplemente] fundan el reparo contra la[s] norma[s] demandada[s] en un análisis de conveniencia”, conforme lo precisa la Corte en la Sentencia C-1052 de 2001. 

En vista de las anteriores circunstancias, y de que la demanda sub examine no contiene argumentos suficientes que despierten siquiera una duda mínima sobre la constitucionalidad de las normas demandadas, el Ministerio Público solicitará a la Corte que se inhiba de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad de las expresiones demandadas. 
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se INHIBA de pronunciarse sobre la exequibilidad de las expresiones demandadas, contenidas en los artículos 2°, 3° y 6° de la Ley 1236 de 2008.

De los Señores Magistrados,
MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (E)
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